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RECURSO 122/2026 
RESOLUCIÓN 147/2026 
 
 
Resolución 147/2026, de 25 de junio, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación interpuesto por La 
Factoría Bike In, S.L. contra la resolución de la Junta de Gobierno 
Local del Ayuntamiento de Burgos, de 7 de mayo de 2026, por la que 
se acuerda su exclusión del contrato de adquisición de bicicletas 
lanzadera al Castillo de Burgos y sus elementos auxiliares de recarga 
(expediente 2025000124/SUMIN/AUT). 

 
 
I 

ANTECEDENTES 
 

Primero.- El 31 de octubre de 2025 se publica en la Plataforma de 
Contratación del Sector Público (PLACSP) el anuncio de licitación, el pliego de 
cláusulas administrativas particulares (PCAP), el pliego de prescripciones 
técnicas (PPT) y demás documentación relativa al expediente de contratación 
para la adquisición de bicicletas lanzadera al Castillo de Burgos y sus elementos 
auxiliares de recarga. 
 
 El contrato está asociado al Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia. 
 

Segundo.- Por resolución del presidente del Servicio Municipalizado, 
de 18 de diciembre de 2025, se acuerda excluir a la licitadora La Factoría Bike 
In, S.L. por “incumplimiento de las prescripciones técnicas establecidas en el 
Pliego y considerar, a la vista de la documentación presentada, que no puede 
dar cumplimiento al objeto del contrato”. 

 
Tercero.- El 26 de enero de 2026 D. yyy, en representación de La 

Factoría Bike In, S.L., interpone recurso especial en materia de contratación 
contra la referida resolución de exclusión. 

 
Cuarto.- Por Resolución 38/2026, de 26 de febrero, este Tribunal 

estima parcialmente el recurso especial en materia de contratación n.º 
29/2026, interpuesto por La Factoría Bike In, S.L. contra su exclusión del 
procedimiento de contratación y ordenar la retroacción al momento 
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inmediatamente anterior a la exclusión, para que se requiera a la recurrente a 
efectos de que acredite que el sistema de gestión y control ofertado es 
compatible con el existente y, previo informe técnico motivado, se determine 
si el sistema de gestión y control propuesto es o no compatible con el 
existente. 

 
Quinto.- El 5 de marzo de 2026 la Junta de Gobierno Local del 

Ayuntamiento de Burgos ordena la retroacción del procedimiento de 
contratación y requiere a La Factoría Bike In, S.L. para que acredite que el 
sistema de gestión y control ofertado es compatible con el existente. 

 
Sexto.- Por resolución de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento 

de Burgos, de 7 de mayo de 2026, se acuerda la exclusión de la licitadora La 
Factoría Bike In, S.L. por la no presentación de la documentación requerida 
sobre el sistema de gestión actualmente implantado. 

 
Séptimo.- El 16 de mayo de 2026 D. yyy, en representación de La 

Factoría Bike In, S.L., interpone recurso especial en materia de contratación 
contra la mencionada resolución de exclusión. 

 
Octavo.- Se han recibido en este Tribunal el expediente y el informe al 

recurso del órgano de contratación de 1 de junio de 2026 en el que, por los 
argumentos expuestos, se propone la desestimación del mismo. 

 
Noveno.- Conferido traslado del recurso a los licitadores, el 4 de junio 

de 2026 la Fundación Instituto Tecnológico de Castilla y León presenta 
alegaciones en las que solicita la desestimación del recurso. 

 
  

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 46.1 del de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público (LCSP), y 59 de la Ley 1/2012, de 28 de 
febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- Se acredita en el expediente la legitimación de la licitadora para 

interponer el recurso especial y su representación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 48 de la LCSP.  
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3º.- El recurso se ha interpuesto frente al acuerdo de exclusión de un 
contrato de suministros cuyo valor estimado (297.818,18 euros) es superior a 
100.000 euros, susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de 
contratación, conforme a los artículos 44.1.a) y 2 b) de la LCSP, que consideran 
actos de trámite cualificados los actos de la mesa o del órgano de contratación 
por los que se acuerde la exclusión de ofertas. 
 

En cuanto al plazo de presentación del recuro, hay que tener en cuenta 
que según doctrina reiterada de este Tribunal (entre otras, la reciente 
Resolución 183/2925 y las resoluciones 76/2022, de 2 de junio, 124/2021, de 
9 de septiembre, o 33/2018, de 4 de mayo) la LCSP permite dos posibilidades 
de impugnación de los actos de exclusión: 

 
- El recurso especial contra el acto de trámite cualificado, que 

podrá interponerse a partir del día siguiente a aquél en el que el interesado 
haya tenido conocimiento de la posible infracción (artículo 50.1.c de la LCSP).  

 
- El recurso especial contra el acto de adjudicación, que podrá 

interponerse en el plazo de quince días hábiles contados a partir del siguiente 
a aquél en el que se notifique la adjudicación (artículo 50.1.d de la LCSP).  

 
Estos dos posibles recursos no son acumulativos, sino que tienen 

carácter subsidiario, de manera que en el caso de que no se notifique 
debidamente al licitador su exclusión del procedimiento este podrá impugnarla 
mediante el recurso que interponga contra el acto de adjudicación.  

 
En este supuesto, del expediente remitido consta que la resolución de 

la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Burgos por la que se acuerda 
la exclusión se notificó a la recurrente el 7 de mayo de 2026 y que interpuso 
recurso especial contra la misma el 16 de mayo siguiente. Por ello, resulta 
acreditado que el recurso contra el acuerdo de exclusión se ha interpuesto en 
el plazo de quince días hábiles a contar desde la fecha de notificación conforme 
al artículo 50.1.c) de la LCSP. 
 
 4º.- A la vista de la pretensión articulada, la solución del recurso exige 
determinar si la exclusión acordada se ajusta al régimen jurídico de la 
contratación del sector público contenido en la LCSP y normativa de desarrollo, 
y, en especial, al PCAP y al PPT que constituyen la ley del contrato, tal como 
viene afirmando reiteradamente nuestra jurisprudencia. 
 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 

4 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es  

 

 En primer lugar, la recurrente sostiene que la resolución de exclusión 
vulnera los principios de igualdad de trato y libre concurrencia. Además, 
considera que concurre un incumplimiento material de la Resolución 38/2026, 
de este Tribunal, al reproducirse el efecto restrictivo apreciado en la 
resolución.  
 

En segundo lugar, alega que la resolución impugnada vulnera el artículo 
126 de la LCSP por existir una restricción material de la competencia “derivada 
de la configuración práctica de la interoperabilidad exigida por el PPT”. 
 
 A) En cuanto al incumplimiento material de la Resolución 38/2026, de 
este Tribunal, y la vulneración de los principios de igualdad de trato y libre 
concurrencia. 
 
 La recurrente argumenta que “la actuación del Ayuntamiento de Burgos 
evidencia que la Resolución 38/2026 ha sido ejecutada únicamente de forma 
formal o aparente, pero no material ni efectiva, reproduciendo exactamente el 
mismo obstáculo competitivo ya apreciado por el propio TARCCYL”. En este 
sentido, relata que “tras la retroacción ordenada por ese Tribunal, el órgano 
de contratación volvió a requerir a esta parte para acreditar la compatibilidad 
del sistema ofertado” (…). Afirma que “presentó un escrito solicitando la 
información técnica y accesos adicionales necesarios para poder verificar e 
implementar la compatibilidad exigida por el PPT, información que no constaba 
en los pliegos que rigen el procedimiento de contratación. No obstante, el 
órgano de contratación rechazó facilitar dicha información”. Reitera que 
“aunque formalmente haya desaparecido la exigencia del `certificado de 
compatibilidad´, la acreditación continúa dependiendo materialmente de un 
sistema cerrado cuya información crítica permanece bajo el control del 
competidor concurrente, esto es, del ITCL”. Por ello, concluye que “nos 
encontramos ante una ejecución meramente formal de la Resolución 38/2026 
que reproduce exactamente el mismo efecto restrictivo ya apreciado por ese 
Tribunal, manteniendo una situación frontalmente incompatible con los 
principios de igualdad de trato, transparencia y libre concurrencia proclamados 
en los artículos 1.1 y 132 LCSP”. 
 
 Una vez sentadas las alegaciones de la recurrente, para resolver esta 
cuestión partimos del contenido de la Resolución 38/2026, de 26 de febrero, 
de este Tribunal. En el fundamento de derecho cuarto (apartado A) de esta 
resolución concluye lo siguiente: 
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“En este supuesto, el incumplimiento del PPT que se achaca a la 
oferta de la recurrente no es claro ni se deduce con facilidad de su oferta. 
Conviene recordar que la cláusula 14 del PCAP no requiere la presentación de 
una memoria técnica, sino que únicamente prevé la presentación del sobre A, 
que debe contener el DEUC, y del sobre B, en el que constan los criterios 
automáticos siguiendo el modelo de proposición que figura en los pliegos. 

 
»La recurrente fue excluida después de ser requerida para 

aportar un certificado que no está previsto en los pliegos.  
 
»En los términos que se ha expuesto, el órgano de contratación, 

tras el escrito presentado por el licitador Instituto Tecnológico de Castilla y 
León en el que solicita que se valore la exclusión por los motivos ya detallados, 
requirió a la recurrente, propuesta como adjudicataria, para que aportara, 
junto con la documentación prevista en la cláusula 17 del PCAP, ‘a mayores´ 
un certificado de compatibilidad de los productos ofertados emitido por el 
fabricante del sistema de préstamo bicicard. 

 
»En este punto, conviene aclarar que el fabricante del sistema 

de préstamos bicicard es precisamente el otro licitador, esto es, el Instituto 
Tecnológico de Castilla y León.  

 
»La presentación de este certificado no está prevista en los 

pliegos como documentación a través de la cual debe acreditarse la 
compatibilidad de los productos ofertados ni como documentación que debe 
presentar el propuesto adjudicatario regulada en la cláusula 17 del PCAP 
(`documentación a presentar por la oferta económicamente más ventajosa´). 
Por tanto, resulta acreditado que el órgano de contratación ha requerido `a 
mayores´ la presentación de un certificado que no está regulado en los 
pliegos. Esta circunstancia vulnera el principio de igualdad de los licitadores y 
el de libre concurrencia, máxime cuando el certificado requerido debe ser 
emitido por el otro licitador competidor de la recurrente. 

 
»Como se ha indicado, los pliegos constituyen la ley del contrato, 

lo que significa que vinculan tanto a la entidad contratante como a los 
licitadores, garantizando los principios de igualdad de trato y transparencia.  

 
»Tanto el PCAP como el PPT contemplan como uno de los objetos 

del contrato un `sistema de gestión y control compatible con el existente´. 
Por tanto, si el órgano de contratación, a la vista de la oferta de la recurrente, 
tenía dudas sobre el cumplimiento de este requisito previsto en los pliegos, 
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debió requerir a la recurrente para que acreditara que el sistema de gestión y 
control ofertado es compatible con el existente, sin ceñir la acreditación de 
esta circunstancia a un requisito tan concreto como la aportación de un 
certificado que, además, debe ser emitido por el otro licitador. 

 
»La recurrente afirma que el Instituto Tecnológico de Castilla y 

León ostenta `el control exclusivo de la información, interfaces y 
documentación técnica indispensables, habiéndose negado expresamente a 
facilitarlas, de modo que el cumplimiento queda en la práctica reservado a un 
único operador´. Además, considera que la exigencia de este certificado tiene 
un carácter arbitrario `en tanto no resulta estrictamente necesaria para 
satisfacer la finalidad del contrato, pudiendo ésta quedar igualmente 
garantizada mediante otras soluciones técnicas equivalentes de acreditación y 
verificación (pruebas de integración, protocolos técnicos objetivos, informes 
de interoperabilidad, validación en entorno controlado o certificación por 
entidad independiente), sin supeditar el cumplimiento a la voluntad de un 
tercero competidor; por lo que la exigencia impugnada limita la concurrencia 
sin justificación suficiente y vulnera los principios de igualdad y libre 
competencia´. 

 
»La recurrente afirma, por tanto, que existen otras soluciones 

técnicas equivalentes de acreditación y verificación, distintas del certificado 
requerido, para acreditar la compatibilidad con el sistema de gestión y control 
existente. Pese a ello, el informe del órgano de contratación no se pronuncia 
sobre este extremo. Por tanto, este Tribunal desconoce si el certificado 
requerido es el único medio que acredita la compatibilidad con el sistema de 
gestión y control existente o si, por el contrario, como parece lógico, existen 
otros medios probatorios que avalen esta compatibilidad. 

 
»Por otro lado, sorprende que la recurrente solo fue requerida 

para aportar `un certificado de compatibilidad de los productos ofertados 
emitido por el fabricante del sistema de préstamo bicicard´. Sin embargo, y a 
pesar de que no se le ofreció la posibilidad de acreditar este extremo por otros 
medios probatorios, la resolución de exclusión indica que la recurrente `no 
presenta ni el citado certificado n[i] documentación técnica, informes, pruebas, 
memorias al respecto para la adecuación al mismo´. 

 
»Por los motivos expuestos, este Tribunal considera que la 

exclusión de la recurrente no resulta ajustada a derecho. El órgano de 
contratación, de conformidad con lo dispuesto en los pliegos, debe requerir a 
la recurrente para que acredite un `sistema de gestión y control compatible 
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con el existente´. Una vez presentada la documentación probatoria que 
considere conveniente la recurrente, debe emitirse un informe técnico en el 
que, de forma motivada, se concluya si el sistema de gestión y control ofertado 
es compatible con el existente o si, por el contrario, no es compatible y supone 
un incumplimiento claro del PPT. Circunstancia esta que determinaría su 
exclusión”. 

 
En consecuencia, este Tribunal en la citada Resolución 38/2026 ordenó 

la retroacción del procedimiento al momento inmediatamente anterior a la 
exclusión, para que se requiriese a la recurrente para que acreditase que el 
sistema de gestión y control ofertado era compatible con el existente y, previo 
informe técnico motivado, se determinase si el sistema de gestión y control 
propuesto era o no compatible con el existente. 

 
Conviene precisar que no consta en el expediente remitido que la 

recurrente haya interpuesto recurso contencioso-administrativo contra la 
referida Resolución 38/2026 en el plazo de dos meses, a contar desde el día 
siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León. Por ello, se presume que se 
trata de un acto consentido y firme. Además, tampoco ha presentado la 
recurrente incidente de ejecución ante este Tribunal.  

 
Una vez fijadas estas cuestiones previas, la prueba que obra en el 

expediente permite concluir que el órgano de contratación ha ejecutado la 
Resolución 38/2026 de este Tribunal en sus propios términos. Así, figuran en 
el expediente las siguientes actuaciones: 

 
1.- Diligencia de acuerdo de la Junta de Gobierno Local de 5 de 

marzo de 2026 por el que se ordena la retroacción del procedimiento de 
contratación y se requiere a la recurrente “para que acredite que el sistema 
de gestión y control ofertado es compatible con el existente, y previo informe 
técnico motivado, se determine si el sistema de gestión y control propuesto es 
o no compatible con el existente” (documento 141). 

 
2.- Notificación del acuerdo a la recurrente y acuse de recibo 

(documentos 150 y 151). 
 

3.- Requerimiento a la recurrente para que, “en el plazo de cinco 
días hábiles, acredite que el sistema de gestión y control recogido en su oferta, 
es compatible con el existente, tal y como se exige en los Pliegos de 
Prescripciones Técnicas que rigen la licitación para contratar la adquisición de 
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bicicletas lanzadera al Castillo de Burgos y sus elementos auxiliares” 
(documento 152) y acuse de recibo (documento 156). 

 
4.- Escrito presentado por el representante legal de la recurrente 

en el que solicita que, “a la mayor brevedad posible, nos faciliten la 
información técnica y/o accesos que se detallan (…)” (documento 157). 
 

El escrito establece que “la información y accesos anteriormente 
indicados no se encuentran recogidos ni especificados en el Pliego de 
Prescripciones Técnicas, resultando, sin embargo, imprescindibles para poder 
acreditar técnicamente la compatibilidad del sistema ofertado con el 
actualmente existente y así dar cumplimiento al requerimiento efectuado. La 
necesidad de dar respuesta a nuestra solicitud puede ser fácilmente 
corroborada por el técnico designado para emitir el informe relativo a la 
compatibilidad de sistemas. En caso de que el Ayuntamiento no disponga 
directamente de dicha información técnica, les solicitamos que procedan a 
requerirla al Instituto Tecnológico de Castilla y León (ITCL), como entidad 
desarrolladora del sistema actualmente implantado”. Asimismo, indica que “la 
información solicitada resulta necesaria para poder acreditar la compatibilidad 
exigida por ese Ayuntamiento, por lo que, en caso de no facilitarse dicha 
información o los accesos necesarios, nos veríamos imposibilitados de realizar 
la verificación técnica requerida, reservándonos en tal caso el ejercicio de las 
acciones que en Derecho pudieran corresponder”. 

 
5.- Resolución de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento 

de Burgos, de 7 de mayo de 2026, en la que se acuerda la exclusión de la 
licitadora La Factoría Bike In, S.L., por la no presentación de la documentación 
requerida sobre el sistema de gestión actualmente implantado. 

 
En virtud de lo expuesto, resulta acreditado que el órgano de 

contratación requirió a la recurrente, como ordenaba la resolución de este 
Tribunal, para que acreditase (sin limitar a un medio probatorio concreto) que 
el sistema de gestión y control ofertado era compatible con el existente. Sin 
embargo, la recurrente no aportó en el plazo concedido prueba alguna que 
avalase este extremo y se limitó a solicitar información adicional técnica al 
órgano de contratación.  

 
Conviene recordar que la tan citada Resolución 38/2026, de este 

Tribunal, reconocía que “La recurrente afirma, por tanto, que existen otras 
soluciones técnicas equivalentes de acreditación y verificación, distintas del 
certificado requerido, para acreditar la compatibilidad con el sistema de 
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gestión y control existente”. Ahora bien, en los términos expuestos, una vez 
requerida no ha aportado medio probatorio alguno que permita acreditar esta 
circunstancia.  

 
El informe al recurso del órgano de contratación constata que la 

recurrente “en contestación a dicho requerimiento, no aporta documentación 
técnica alguna ni acredita de ninguna forma la compatibilidad exigida, sino 
que, al contrario, en contestación al requerimiento solicita información técnica 
para poder verificar la compatibilidad exigida por el PPT, información que no 
constaba en los Pliegos”. 

 
En cuanto a la exclusión de una oferta del procedimiento de licitación 

cuando no se ajusta a las condiciones recogidas en el PPT, el artículo 124 de 
la LCSP establece que “El órgano de contratación aprobará con anterioridad a 
la autorización del gasto o conjuntamente con ella, y siempre antes de la 
licitación del contrato, o de no existir ésta, antes de su adjudicación, los pliegos 
y documentos que contengan las prescripciones técnicas particulares que 
hayan de regir la realización de la prestación y definan sus calidades, sus 
condiciones sociales y ambientales, de conformidad con los requisitos que para 
cada contrato establece la presente Ley (…)”.  

 
Por su parte, el artículo 68 del Reglamento General de la Ley de 

Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto 
1.098/2001, de 12 de octubre (en adelante RGLCAP), relativo al “Contenido 
del pliego de prescripciones técnicas particulares”, dispone en el apartado 1 
que “El pliego de prescripciones técnicas particulares contendrá, al menos, los 
siguientes extremos: a) Características técnicas que hayan de reunir los bienes 
o prestaciones del contrato (…)”.  

 
Por ello, los pliegos que elabora la Administración y acepta 

expresamente el licitador al hacer su proposición constituyen la ley del contrato 
y vinculan tanto a la Administración contratante como a los participantes en la 
licitación.  

 
Esta vinculación supone que no es posible alterar unilateralmente las 

cláusulas contenidas en los pliegos, así lo indica in fine el mismo artículo 124 
de la LCSP, de acuerdo con el cual el pliego de prescripciones técnicas 
particulares “solo podrán ser modificados con posterioridad por error material, 
de hecho, o aritmético. En otro caso, la modificación del pliego conllevará la 
retroacción de actuaciones”. Por lo tanto, la Administración debe efectuar la 
valoración de los productos ofertados por los licitadores conforme a los 
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criterios recogidos en aquellos. Respecto de los licitadores, la vinculación 
determina que deben cumplir las condiciones previamente establecidas en los 
pliegos. En este sentido, el artículo 139.1 de la LCSP dispone que “Las 
proposiciones de los interesados deberán ajustarse a los pliegos y 
documentación que rigen la licitación, y su presentación supone la aceptación 
incondicionada por el empresario del contenido de la totalidad de sus cláusulas 
o condiciones, sin salvedad o reserva alguna, así como la autorización a la 
mesa y al órgano de contratación para consultar los datos recogidos en el 
Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o en 
las listas oficiales de operadores económicos de un Estado miembro de la 
Unión Europea”.  

 
Por tanto, las especificaciones técnicas incluidas en el PPT deben ser 

cumplidas por las ofertas. El citado pliego, como parte de la documentación 
contractual, constituye la ley del contrato y la presentación de la oferta refleja 
su aceptación incondicionada. 

 
En consecuencia, la falta de cumplimiento claro de alguna de las 

exigencias establecidas en los pliegos, tanto de cláusulas administrativas como 
de prescripciones técnicas, debe aparejar la exclusión del licitador porque ello 
supondría la imposibilidad de ejecutar el contrato en los términos y con las 
condiciones previamente fijadas por la Administración y aceptados por el 
licitador al presentar su oferta, y, además, de no acordarse se generaría una 
situación de desigualdad contraria a los principios de transparencia e igualdad 
de trato inspiradores de la normativa nacional y comunitaria en materia de 
contratación pública.  

 
Como señala la Resolución 147/2020, de 15 de octubre, de este 

Tribunal, “el incumplimiento ha de ser claro, es decir, referirse a elementos 
objetivos, perfectamente definidos en el PPT, y deducirse con facilidad de la 
oferta, sin ningún género de dudas, la imposibilidad de cumplir con los 
compromisos exigidos en los pliegos. Así, no es admisible motivar el 
incumplimiento acudiendo bien a razonamientos técnicos más o menos 
complejos fundados en valoraciones subjetivas, bien a juicios técnicos o de 
valor relativos a la capacidad o aptitud de los licitadores para cumplir lo 
ofertado”. A su vez refiere que “en caso de omisiones, debe presumirse que la 
propuesta del licitador en el aspecto omitido se ajusta al PPT; y si los términos 
y expresiones empleados son ambiguos o confusos, pero admiten una 
interpretación favorable a su cumplimiento, esta es la que debe imperar. Solo 
cuando el incumplimiento sea expreso, de modo que no quepa duda alguna 
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que la oferta es incongruente o se opone abiertamente a las prescripciones 
técnicas contenidas en el pliego, procede la exclusión”. 

 
En este supuesto, la cláusula 1 del PCAP define el objeto del contrato. 

En particular, establece que “el objeto del contrato comprenderá: (…) f) 
Implantación de Sistema de gestión y control compatible con el existente”. 
Además, expone que “Las características técnicas se especifican en el Pliego 
de Prescripciones Técnicas que se adjunta”. 

 
La cláusula 6 del PCAP dispone que “El contrato se iniciará a partir del 

día siguiente al de la formalización y con fecha 30 de abril de 2026 deberá 
haberse ejecutado la totalidad de su objeto:  

 
»- Suministro de 60 bicicletas eléctricas modelo urbano de paseo.  
 
»- Suministro 1 bicicleta eléctrica con silla, con su cargador en 

funcionamiento.  
 
»- Adaptación en cota de las bancadas existentes, incluye la obra 

civil correspondiente.  
 
»- Instalación de tótems informativos integrados en el nuevo 

sistema a implantar.  
 
»- Instalación de célula fotovoltaica en puntos de información. 
 
»- Implantación de Sistema de gestión y control compatible con 

el existente”.  
 
En el mismo sentido, la cláusula 2 del PPT establece que “el objeto del 

contrato comprenderá: (…) f) Sistema de gestión y control compatible con el 
existente”. Por tanto, tanto el PCAP como el PPT exigen que los licitadores 
oferten un sistema de gestión y control compatible con el existente. 

 
Por ende, tanto el PCAP como el PPT contemplan como uno de los 

objetos del contrato un “sistema de gestión y control compatible con el 
existente”.  

 
En la Resolución 38/2026, este Tribunal consideró que “si el órgano de 

contratación, a la vista de la oferta de la recurrente, tenía dudas sobre el 
cumplimiento de este requisito previsto en los pliegos, puede requerir a la 
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recurrente para que acreditara que el sistema de gestión y control ofertado es 
compatible con el existente, sin ceñir la acreditación de esta circunstancia a 
un requisito tan concreto como la aportación de un certificado que, además, 
debe ser emitido por el otro licitador”.  

 
El órgano de contratación, en cumplimiento de la resolución de este 

Tribunal, requirió a la recurrente para que probase que el sistema de gestión 
y control ofertado era compatible con el existente (sin ceñir la acreditación a 
la aportación de un concreto certificado de compatibilidad). No obstante, la 
recurrente no presentó en el plazo concedido en el requerimiento medio de 
prueba alguno que avalase esta compatibilidad. Por ello, se considera ajustada 
a derecho la resolución de exclusión de la recurrente y se desestima esta 
alegación. 

 
Por último, si la recurrente estimaba que el PPT presentaba una 

información técnica insuficiente o que la acreditación de la compatibilidad 
dependía exclusivamente de la actuación de otro potencial licitador, debió 
impugnar en el momento procesal oportuno los pliegos, como desarrollaremos 
a continuación. 

 
B) Por lo que se refiere a la vulneración del artículo 126 de la LCSP 

como consecuencia de la “restricción material de la competencia derivada de 
la configuración práctica de la interoperabilidad exigida por el PPT”. 

 
La recurrente reitera que “la compatibilidad exigida por el PPT depende 

materialmente de una información técnica controlada exclusivamente por el 
ITCL, cuya entrega ha sido expresamente rechazada, sin que en el expediente 
exista mecanismo alternativo objetivo de validación técnica efectivamente 
identificado o acreditado”. Considera que “la exigencia de compatibilidad 
prevista en el PPT deja de operar como una legítima prescripción técnica para 
convertirse, en su aplicación práctica, en un mecanismo de cierre tecnológico 
y exclusión competitiva incompatible con una contratación pública desarrollada 
en condiciones efectivas de concurrencia”. Y concluye que esta circunstancia 
vulnera el artículo 126 de la LCSP. 

 
Esta alegación ya fue alegada por la recurrente en el recurso especial 

n.º 29/2026 resuelta por la Resolución 38/2026, de este Tribunal, en los 
siguientes términos: 

 
“B) En cuanto a la configuración de la compatibilidad prevista en 

los pliegos.  
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»La recurrente considera que `La exigencia de 
compatibilidad/integración con un sistema cuya propiedad pertenece a un 
tercero, en este caso al ITCL, sin proporcionar las interfaces/protocolos o 
documentación necesaria, produce una restricción material de la competencia 
para el resto de licitadores que no sean el propio ITCL´. Sostiene que el `El 
artículo 126 LCSP prohíbe la configuración de prescripciones técnicas que 
favorezcan indebidamente a operadores concretos´.  

 
»Como se ha indicado, el artículo 1 del PCAP establece que el 

objeto del contrato comprende `f) Implantación de Sistema de gestión y 
control compatible con el existente´. En los mismos términos se pronuncia el 
apartado 2 del PPT.  

 
»A su vez, el apartado 4 del PPT describe el sistema existente. 

Señala que `El sistema de anclaje de Bicibur es un sistema compatible con el 
software actual de Bicicard y compatible con la electrónica tipo ibutton 4B. 
Cualquier nueva parada que se instale debe cumplir estas características para 
que su implantación sea compatible con el resto del sistema´. Y, en relación 
con los aparcabicicletas, dispone `(…) a) Compatible con el Sistema Integral 
de Control Bicicard actualmente existente: El sistema IButton 4B (actualmente 
existente) permite transferir la información del conjunto Bicicleta-
aparcabicicletas al sistema de software, que utiliza protocolos específicos de 
comunicaciones con esta tecnología (…)´. 

 
»Por otro lado, el apartado 6 del PPT regula la compatibilización: 

`Se deberá compatibilizar en hardware y software los nuevos suministros con 
el sistema existente, es por ello que (…)´.  

 
»Por consiguiente, los pliegos requieren la implantación de un 

sistema de gestión y control compatible con el existente, sin determinar los 
medios a través de los cuales se debe acreditar esta compatibilidad, es decir, 
no contemplan expresamente que esa compatibilidad dependa exclusivamente 
de la voluntad del Instituto Tecnológico de Castilla y León. Cuestión distinta 
es cómo ha configurado el órgano de contratación la exigencia de acreditar 
esta compatibilidad al requerir la emisión de un certificado de compatibilidad 
de los productos ofertados emitido por el fabricante del sistema de préstamo 
bicicard. Esta circunstancia, tal y como ya se ha expuesto, resulta contraria al 
principio de igualdad y libre concurrencia.  
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»La recurrente no discute la legitimidad de la compatibilidad 
como finalidad, sino el carácter restrictivo y discriminatorio de su 
configuración.  

 
»El artículo 139.1 de la LCSP establece que `Las proposiciones 

de los interesados deberán ajustarse a los pliegos y documentación que rigen 
la licitación, y su presentación supone la aceptación incondicionada por el 
empresario del contenido de la totalidad de sus cláusulas o condiciones, sin 
salvedad o reserva alguna, así como la autorización a la mesa y al órgano de 
contratación para consultar los datos recogidos en el Registro Oficial de 
Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o en las listas oficiales 
de operadores económicos de un Estado miembro de la Unión Europea´. 

 
»Y la cláusula 13 del PCAP establece que `Las proposiciones 

deberán ajustarse a lo previsto en este pliego de cláusulas administrativas 
particulares, y su presentación supone la aceptación incondicionada por el 
empresario del contenido de la totalidad de dichas cláusulas o condiciones, sin 
salvedad ni reserva alguna, así como de declaración responsable de que reúne 
todas y cada una de las condiciones para contratar´. 

 
»La recurrente no ha impugnado los pliegos en el momento 

procesal oportuno ni formula mediante este recurso una impugnación indirecta 
de los mismos. Por ello, se desestima esta alegación”. 

 
En los términos relatados, la Resolución 38/2026 no ha sido impugnada 

por la recurrente en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a 
su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla y León. Por ello, se trata de un acto consentido 
y firme aplicable a este supuesto. 

 
Por las razones descritas, este Tribunal desestima también esta 

alegación. 
 

En su virtud, y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 
y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 
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III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por La Factoría Bike In, S.L. contra la resolución de la Junta de 
Gobierno Local del Ayuntamiento de Burgos, de 7 de mayo de 2026, por la 
que se acuerda su exclusión del contrato de adquisición de bicicletas lanzadera 
al Castillo de Burgos y sus elementos auxiliares de recarga (expediente 
2025000124/SUMIN/AUT). 

 
Segundo.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), contra esta 
resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la interposición de 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el 
día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.k de la LJCA). 
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